
Corte
Constitucional
del ecuador

Quito, D. M, 01 de octubre del 2014

SENTENCIA N.° 143-14-SEP-CC

CASO N.° 2225-13-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El abogado Gabriel Palacios Verdesoto, en su calidad de procurador judicial del
ingeniero Marco Calvopiña Vega, gerente general (encargado) de la Empresa
Pública de Hidrocarburos del Ecuador EP PETROECUADOR, presentó acción
extraordinaria de protección en contra del auto de inadmisión al recurso de
casación de fecha 7 de noviembre de 2013 a las 10:00, emitido por la Sala de
Conjueces de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia, dentro del
juicio de expropiación N.° 0430-2013.

El 27 de diciembre de 2013, la Secretaría General de la Corte Constitucional, de
conformidad con lo establecido en el inciso segundo del cuarto artículo
innumerado agregado a continuación del artículo 8 del Reglamento de
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, publicado
en el suplemento del Registro Oficial N.° 587 del 30 de noviembre de 2011,
certificó que en referencia a la presente acción no se ha presentado otra demanda
con identidad de objeto y acción.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, conformada por los jueces
constitucionales Wendy Molina Andrade, quien actuó por ausencia temporal del
juez constitucional Patricio Pazmiño Freiré, Tatiana Ordeñana Sierra y Manuel
Viteri Olvera, con fecha 27 de marzo de 2014 a las 13:05, admitió a trámite la
acción extraordinaria de protección signada con el número 2225-13-EP.

En virtud del sorteo realizado por el Pleno de la Corte Constitucional en sesión
ordinaria del 15 de mayo de 2014, le correspondió al juez constitucional Patricio
Pazmiño Freiré actuar como juez sustanciador. El secretario general de la Qaíte
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Constitucional remitió, mediante memorando N.° 238-CCE-SG-SUS-2014 del 15
de mayo de 2014, los casos sorteados por el Pleno de la Corte Constitucional,
entre los cuales se encuentra el caso N.° 2225-13-EP.

En providencia del 22 de julio de 2014, el juez constitucional avocó
conocimiento de la presente causa y dispuso que se notifique con la demanda y
providencia a los jueces de la Sala Civil y Mercantil de la Corte Nacional de
Justicia, al señor Carlos Adolfo Cabezas en calidad de abogado defensor de
"Ecuatoriana de Sal y Productos Químicos C. A. Ecuasal", al procurador general
del Estado, legitimado activo, y designó como actuaría de la presente causa a la
abogada Paola Yánez Salas.

Decisión judicial que se impugna

La decisión judicial que se impugna es el auto de inadmisión del recurso de
casación dictado con fecha 7 de noviembre de 2013 a las 10:00, por la Sala de
Conjueces de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia, en el que se
resolvió:

JUEZ PONENTE: Dr. Osear Enríquez Villarreal. CORTE NACIONAL
DE JUSTICIA.- SALA DE CONJUECES DE LO CIVIL Y

MERCANTIL. Quito, 7 de noviembre de 2013: las 10h00.- VISTOS.-
(Juicio 0430-2013).- (...) Naturalmente, no se discute si se afecta o no, o
si existe o no el derecho a la propiedad privada, ni puede ser controvertido
derecho alguno, ya que la declaratoria de utilidad pública se cumple en la
vía administrativa, por ende no existe conocimiento de litigio. Entonces la
sentencia dictada en juicio de expropiación no es admisible en casación,
por no ser juicio de conocimiento, más aun cuando el Art. 804 del Código
de Procedimiento Civil permite la readquisición del bien cuando dentro
del periodo de seis meses de la última notificación de la sentencia no se
iniciaren los trabajos que motivaron la expropiación, de suerte que, el fallo
es final pero no definitivo, pues no da tránsito a la cosa juzgada sustancial
sino a la formal, tesis que encuentra su apoyo en lo ya resuelto por los
Jueces de la Sala Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia, en los
procesos signados, No. 1030-2009, 368-2011 y 801-2011. Por lo expuesto,
la Sala de Conjueces de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de
Justicia NO ADMITE el recurso interpuesto (...).



Corte
Constitucional
del ecuador

Caso N.° 2225-13-EP Página 3 de 15

Antecedentes

El abogado Gonzalo Triana Carvajal, en su calidad de procurador judicial del
ingeniero Marco Gustavo Calvopiña Vega, como gerente general encargado y
como tal representante legal de la Empresa Pública de Hidrocarburos del
Ecuador, EP PETROECUADOR, propone demanda de expropiación en contra de
la Compañía ECUASAL Ecuatoriana de Sal y Productos Químicos C. A., misma
que es conocida por el Juzgado Segundo de lo Civil y Mercantil de Santa Elena,
quien el 13 de febrero de 2013 a las 09:28 dictó sentencia declarando con lugar la
expropiación del predio en litigio.

Nicolás Febres Cordero Gallardo, en su calidad de gerente general de la
compañía ECUASAL, Ecuatoriana de Sal y Productos Químicos C.A.; abogado
Gabriel Palacios Verdesoto, procurador judicial del Ing. Marco Calvopiña Vega,
gerente general encargado y representante legal de EP PETROECUADOR, y
abogado Jaime Cevallos Alvarez, en calidad de director regional 1 de la
Procuraduría General del Estado (e), presentan recurso de apelación para ante el
superior.

La Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Santa Elena, el 03 de abril de
2013 a las 11:01, dictó auto resolutivo sobre la acción especial de expropiación,
decisión de la cual se propuso recurso de casación.

El 07 de noviembre de 2013 a las 10:00, la Sala de Conjueces de lo Civil y
Mercantil de la Corte Nacional de Justicia dictó auto de inadmisión del recurso

de casación.

Detalle y fundamento de la demanda

Establece que presenta acción extraordinaria de protección en contra del auto de
inadmisión dictado el 07 de noviembre del 2013 por la Sala de lo Civil y
Mercantil de la Corte Nacional de Justicia del Ecuador, dentro del juicio de
expropiación N.° 56-2013, por cuanto manifiesta que dicha decisión es
inconstitucional y vulnera el derecho constitucional a la seguridad jurídica.

Argumenta que la Corte Nacional de Justicia ha admitido a trámite de casación
varios juicios especiales de expropiación, pero que sin embargo, respecto del
recurso de casación interpuesto por EP PETROECUADOR, la Sala lo inadmke
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por considerar que no es unjuicio de conocimiento sujeto a casación.

Señala que el auto de inadmisión recurrido vulnera el derecho a la seguridad
jurídicaantes señalada, así como la igualdad ante la Ley establecida como uno de
los principios fundamentales del ejercicio de los derechos, establecido en el
numeral segundo del artículo 11 de la Constitución de la República.

Fundamentos de derecho del accionante

Sobre la base de los hechos citados, el accionante considera que se han vulnerado
los siguientes derechos constitucionales: seguridad jurídica y derecho a la
igualdad, reconocidos en los artículos 82 y 66 numeral 4 de la Constitución de la
República.

Pretensión concreta

El accionante expresamente solicita: "a. Declarar la vulneración del derecho
constitucional a la seguridad jurídica; b. Dejar sin efecto el Auto de Inadmisión
recurrido y disponer que la Sala de lo Civil de la Corte Nacional de Justicia,
admita el recurso y lo tramite hasta su resolución correspondiente".

Contestación a la demanda

Carlos Adolfo Cabezas Klaere, en calidad de abogado defensor de
"Ecuatoriana de Sal y Productos Químicos C. A. Ecuasal", en escrito
constante a fs. 6 del expediente constitucional señala:

Que con fecha 13 de febrero de 2013 a las 09:28, se dictó sentencia dentro del
juicio de expropiación N.° 24301-2012-0142, seguido por EP Petroecuador
contra Ecuasal, en la que se fijó como justo precio por el inmueble expropiado el
valor de $772.589 dólares.

Argumenta que las partes apelaron dicha decisión, ante lo cual la Sala Única de
la Corte Provincial de Justicia, con fecha 03 de abril de 2013, dictó sentencia, en
la que desechó los recursos planteados y ratificó el pronunciamiento del inferior
en todas sus partes.
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Establece que la parte actora presentó recurso de casación, lo cual no es
procedente para este tipo de juicios de acuerdo al artículo 2 de la Ley de
Casación, toda vez que los juicios de expropiación no son procesos de
conocimiento. En tal sentido, manifiesta que con fecha 07 de noviembre de 2013,
la Sala de Conjueces de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia
inadmitió el recurso de casación interpuesto por EP Petroecuador, por lo que el
fallo de instancia está ejecutoriado, es definitivo y por ende cosa juzgada.
Considera que la acción extraordinaria de protección carece de fundamento y no
cumple con los requisitos determinados en el artículo 62 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

A fs. 42 comparece el abogado Marcos Arteaga Valenzuela, en calidad de
director nacional de Patrocinio, delegado del procurador general del Estado, y en
lo principal, sin emitir ningún pronunciamiento de fondo, señala el casillero
constitucional N.° 28 para notificaciones.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE

CONSTITUCIONAL

Competencia

La Corte Constitucional es competente para conocer y pronunciarse sobre las
acciones extraordinarias de protección, en virtud de lo establecido en los
artículos 94 y 437 de la Constitución vigente y el artículo 63 de la Ley Orgánica
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; en el presente caso, de la
acción presentada en contra del auto del 07 de noviembre de 2013 a las 10:00,
dictado por la Sala de Conjueces de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de
Justicia, dentro del juicio de expropiación N.° 0430-2013.

Legitimación activa

El accionante se encuentra legitimado para presentar esta acción extraordinaria
de protección, en virtud de cumplir con el requerimiento establecido en el
artículo 437 de la Constitución de la República del Ecuador, que dispone: "Los
ciudadanos de forma individual o colectiva podrán presentar una acción
extraordinaria de protección contra sentencias, autos definitivos (...)"; y del
contenido del artículo 439 ibídem, que dice: "Las acciones constitucionales
podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o ciudadano individual o
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colectivamente"; en concordancia con el artículo 59 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

Naturaleza jurídica de la acción extraordinaria de protección

La Corte Constitucional, al ser el máximo órgano de control, interpretación y
administración de la justicia constitucional, se encuentra investida de la facultad
de preservar la garantía de los derechos constitucionales, y de esta forma evitar o
corregir su posible vulneración. En este sentido, con la expedición de la
Constitución del año 2008, se cambió el paradigma constitucional, planteando la
posibilidad extraordinaria de tutelar los derechos constitucionales que pudieran
ser vulnerados durante la emisión de una sentencia o auto definitivo resultado de

un proceso judicial.

La acción extraordinaria de protección procede exclusivamente en contra de
sentencias, autos definitivos o resoluciones con fuerza de sentencia en los que,
por acción u omisión, se haya violado el debido proceso u otros derechos
constitucionales reconocidos en la Constitución, una vez que se hayan agotado
los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la
falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la
persona titular del derecho constitucional vulnerado, conforme lo previsto en el
artículo 94 de la Constitución de la República.

De esta forma, la esencia de esta garantía es tutelar los derechos constitucionales,
a través del análisis que este órgano de justicia constitucional realiza respecto de
las decisiones judiciales.

Determinación de los problemas jurídicos-constitucionales a ser examinados

Dentro del análisis del caso sub examine se han determinado los siguientes
problemas jurídicos a ser resueltos por la Corte Constitucional del Ecuador:

1. El auto del 07 de noviembre de 2013, dictado por la Sala de Conjueces de
lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia, ¿vulnera el derecho
constitucional a la seguridad jurídica?

2. La decisión judicial impugnada ¿vulnera el derecho constitucional a la
igualdad?
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Resolución de los problemas jurídicos planteados

1. El auto del 07 de noviembre de 2013, dictado por la Sala de
Conjueces de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia,
¿vulnera el derecho constitucional a la seguridad jurídica?

El derecho constitucional a la seguridad jurídica garantiza certeza en la
aplicación normativa, en tanto se fundamenta en el respeto a la Constitución de la
República y en la aplicación de normas jurídicas previas, claras, públicas y
aplicadas por parte de las autoridades competentes, conforme lo determina el
artículo 82 del texto constitucional.

En este sentido, este derecho genera en todas las autoridades públicas una
obligación de aplicación de la normativa pertinente a cada caso concreto, que
tome como base fundamental la Constitución de la República y los derechos
constitucionales que en ella se reconocen. De esta forma, las personas adquieren
seguridad en cuanto al destino de sus derechos, ya que el ordenamiento jurídico
previamente establece una consecuencia para cada hecho determinado.

La Corte Constitucional ha señalado que:

La seguridad jurídica es un derecho constitucional que garantiza el respeto
a la Constitución de la República como la norma suprema que prevalece
sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico. En este sentido, este
derecho tutela a su vez el respeto a los demás derechos constitucionales
contenidos en la norma constitucional, garantizando que estos sean
aplicados por parte de todos los servidores públicos. De igual forma, este
derecho consagra la existencia de normas jurídicas previas, claras,
públicas y aplicadas por las autoridades competentes para ello1.

En consecuencia, considerando la interdependencia de los derechos
constitucionales, se debe considerar a la seguridad jurídica como un derecho
vinculado directamente con otros derechos, cuya tutela eselemental dentro del
Estado constitucional de derechos y justicia social.

Corte Constitucional del Ecuador, 073-14-SEP-CC dictada dentro del caso No. 0846-11-EP

www.corteconstitucional.gob.ee

Av 12 de Octubre N16 - 114 y pasaje Nicolás Jimenf
(frente al parque El Arbolit

Telfs: (593-2i3941-8C



Caso N.°2225-13-EP Página 8 de 15

El accionante señala que en el auto impugnado se vulneró su derecho
constitucional a la seguridad jurídica, ya que la Sala inadmite a trámite su recurso
de casación por considerarque los procesos de expropiación no se constituyenen
juicios de conocimiento.

A efectos de analizar el caso concreto, esta Corte debe señalar que la casación es
un recurso extraordinario cuya procedencia se encuentra condicionada por lo
dispuesto en la Ley de Casación y la normativa pertinente a cada caso. En tal
sentido, su principal característica es ser un recurso estrictamente formal que
tiene determinados condicionamientos para su procedencia. Así, el objeto del
recurso de casación es corregir los posibles errores de derecho en la sentencia,
auto o providencia de la que se trate.

La Corte Constitucional, al respecto, manifiesto: "La casación es un recurso
extraordinario que fue establecido en el ordenamiento jurídico ecuatoriano a
finales del siglo anterior, cuyo objetivo principal es el de analizar si en la
sentencia existen violaciones a la ley, ya sea por contravención expresa de su
texto, por indebida aplicación o por errónea interpretación de la misma"2.

De igual forma, la Corte Constitucional, en la sentencia N.° 062-14-SEP-CC
determinó:

Así, conforme en reiteradas ocasiones lo ha señalado esta Corte, el recurso
de casación, es un recurso de carácter extraordinario, que procede
exclusivamente por la violación, contravención o inaplicación de la ley
dentro de las decisiones judiciales. En tal sentido, el ordenamiento jurídico
para conservar la característica de "extraordinario" del recurso, ha
establecido rigurosos condicionamientos formales para su procedencia, a
fin de precautelar la conservación de su esencia jurídica3.

Conforme lo determina la Ley de Casación, el recurso procede en contra de las
sentencias y autos que pongan fin a los procesos de conocimiento, así como
también respecto de providencias dictadas en la fase de ejecución de las
sentencias dictadas en los procesos de conocimiento, si tales providencias

2Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 001-13-SEP-CC, caso N.° 1647-11-EP.

3Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 062-14-SEP-CC, caso N.° 1616-11-EP.
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resuelven puntos esenciales no controvertidos en el juicio, ni decididos en el
fallo, o contradicen lo ejecutoriado.

De esta forma, corresponde a la Corte Nacional de Justicia, bajo un análisis
razonable de cada caso puesto a su conocimiento, determinar qué recursos se
ajustan a los parámetros establecidos por la normativa vigente, siendo uno de
estos parámetros la calificación de la naturaleza de cada proceso judicial, en la
categorización de un proceso de conocimiento o no.

Siendo así, se colige que el recurso de casación no es un recurso de acceso
abierto y universal, sino que es un recurso excepcional, restringido únicamente a
los casos que el ordenamiento jurídico prevé.

En el caso sub examine nos encontramos frente a un proceso de expropiación,
mismo que se encuentra consagrado en la Constitución de la República, la que en
su artículo 323 determina: "Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social,
manejo sustentable del ambiente y de bienes colectivos, las instituciones del
Estado por razones de utilidad pública o interés social y nacional, podrán declarar
la expropiación de bienes, previa justa valoración, indemnización y pago de
conformidad con la ley". En tal sentido, el proceso de expropiación se encuentra
encaminado a establecer el precio del bien a ser expropiado.

La Corte Constitucional, para el período de transición, manifestó:

El juicio de expropiación, en cambio, no es para dilucidar si procede o no
la apropiación por parte del Estado del bien del particular, sólo tiene por
objeto determinar la cantidad que ha de pagarse por concepto del precio
del bien inmueble expropiado por causa de utilidad pública, cuando la
entidad expropiante y el expropiado no han llegado a un acuerdo sobre el
tema4.

En tal virtud, la Constitución de la República otorga al Estado la facultad de
expropiar los bienes privados siempre y cuando se efectúe el procedimiento
determinado por la Ley, que en el caso ^uatoriano se encuentra regulado en el
Código de Procedimiento Civil.

4Corte Constitucional para el período de transición, Sentencia No. 005-10-SEP-CC, dictada dentro del caso No. 0041-09-EP.
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En el caso concreto, la Sala de Conjueces de lo Civil y Mercantil de la Corte
Nacional de Justicia, dentro de la decisión judicial impugnada, señala: "El
recurso de casación es de orden, extraordinario, formal, vertical que tiene el
objetivo de lograr que las decisiones judiciales dictadas en instancia definitiva,
dentro de procesos de conocimiento, sean revisadas por la Corte Nacional de
Justicia (...)". Es decir, la Sala resalta el carácter formal y extraordinario del
recurso de casación, conforme lo ha expuesto esta Corte en mucha de su
jurisprudencia. A partir de ello, la Sala efectúa un análisis acerca de qué se
entiende por juicios de conocimiento, señalando que en la legislación ecuatoriana
no se incluye una disposición expresa respecto a qué ha de entenderse por estos
procesos, en tal sentido, señala:

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en la regla primera
inciso segundo del artículo 18 del Código Civil, para interpretar la norma,
se debe "recurrir a su intención o espíritu claramente manifestados en ella
misma, o en la historia fidedigna de su establecimiento". Al efecto, se
anota que la norma referida se origina en el veto parcial formulado por el
Presidente de la República a la Ley Reformatoria a la Ley de Casación,
remitida por el Congreso Nacional, veto que incluye las siguientes
expresiones que clarifican el problema: El veto parcial se basa en los
siguientes razonamientos: 1. Art. 2 de la reforma: a) Las únicas sentencias
y autos susceptibles de casación son aquellos que resuelven puntos de
derecho y respecto de los cuales no existe la posibilidad procesal de
volverlos a discutir (...).

En tal sentido, la Sala se fundamenta en dicha interpretación para analizar el caso
concreto, a partir de lo cual define la naturaleza del juicio de expropiación sobre
lo cual manifiesta:

La Sección 19 del Título Segundo del Código de Procedimiento Civil
regula los denominados Juicios de Expropiación, en el artículo 781
establece que nadie puede ser privado de su propiedad, sino solo de
conformidad con la ley. Siguiendo con el presente análisis, el artículo 782
del referido cuerpo legal determina que "la tramitación del juicio de
expropiación solo tiene por objeto determinar la cantidad que debe
pagarse por concepto de precio de la cosa expropiada, siempre que
conste se trata de expropiación por causa de utilidad pública",
entonces la expropiación por regla general, requiere: (i) faculta a las
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instituciones públicas o interés social la declaratoria de utilidad pública;
(ii) la administración que declara para un caso concreto los motivos de
interés público o social e impulsa el proceso de expropiación (iii) de la
justicia que controla el cumplimiento de los requisitos legales y
constitucionales, garantiza el respeto a los derechos de los afectados, fija
la indemnización y puede decidir si decreta o se abstiene de decretar la
expropiación".

Del análisis de esta parte del auto se evidencia que los jueces destacan la esencia
del proceso de expropiación, que en lo principal es ser un proceso en el que se
determina el precio de la cosa expropiada.

A partir de ello, la Sala cita jurisprudencia expedida por la Corte Interamericana
de Derechos Humanos dentro del caso Salvador Chiriboga vs. Ecuador, y
concluye lo siguiente:

Naturalmente, no se discute si se afecta o no, o si existe o no el derecho a
la propiedad privada, ni puede ser controvertido derecho alguno, ya que la
declaratoria de utilidad pública se cumple en la vía administrativa, por
ende no existe conocimiento de litigio. Entonces, la sentencia dictada en
un juicio de expropiación no es admisible en casación, por no ser juicio de
conocimiento, más aun cuando el Art. 804 del Código de Procedimiento
Civil permite la readquisión del bien cuando dentro del período de seis
meses de la última notificación de la sentencia no se iniciaren los trabajos
que motivaron la expropiación, de suerte que, el fallo es final pero no
definitivo, pues no da tránsito a la cosa juzgada sustancial sino a la formal,
tesis que encuentra su apoyo en lo ya resuelto por los Jueces de la Sala
Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia, en los procesos
signados No. 1030-2009, 368-2011 y 801-2011.

De lo expuesto, la Sala resuelve no admitir el recurso interpuesto. A efectos de
analizar si la decisión analizada vulnera el derecho constitucional a la seguridad
jurídica, es necesario precisar que conforme se mencionó en líneas atrás, el
proceso de expropiación se encuentra concebido en nuestro ordenamiento
jurídico como un proceso encaminado a determinar el precio del bien a
expropiarse, sin que dentro de él se discutan derechos o la facultad de expropiar o
no el bien por parte de la entidad pública. En tal sentido, el análisis que efectúa la
Sala respecto de que este proceso no se constituye en un proceso jie
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conocimiento, es un análisis sujeto a lo dispuesto en la Constitución de la
República y en el Código de Procedimiento Civil, así como también
fundamentado en la jurisprudencia expedida por la propia Corte Nacional de
Justicia, que determinan la naturaleza del proceso, dentro del cual incluso cabe la
reconvención del bien cuando este no ha sido destinado a la causa por la que se
motivó la declaratoria de utilidad pública.

En efecto, considerando que el recurso de casación es un recurso amparado bajo
los preceptos de la rigidez legal, dentro del cual corresponde a los jueces ceñirse
a lo dispuesto en la Ley de Casación y la normativa aplicable a cada caso
concreto, esta Corte evidencia que el análisis efectuado por parte de los jueces
nacionales se sujetó a lo dispuesto en la normativa vigente, ya que se aplicaron
normas jurídicas previas, claras y públicas que regulan el proceso de
expropiación, así como tambiénjurisprudenciaexpedidapor la Corte Nacional de
Justicia al respecto.

2. La decisión judicial impugnada ¿vulnera el derecho constitucional a
la igualdad?

El accionante señala que la decisión judicial impugnada vulnera su derecho
constitucional a la igualdad, por cuanto "La Corte Nacional de Justicia ha
admitido a trámite de casación varios Juicios Especiales de Expropiación, pero
sin embargo, respecto del recurso de casación interpuesto por EP
PETROECUADOR, la Sala lo inadmite por considerar que no es un juicio de
conocimiento sujeto a casación".

La Constitución de la República reconoce a la igualdad como un principio y
como un derecho. Como principio, se consagra que la igualdad debe encontrarse
reconocida en el ejercicio de todos los derechos constitucionales, es decir, todas
las personas deben gozar de los mismos derechos y garantías reconocidos en la
Constitución de la República, sin distinción alguna. En tal sentido, en el artículo
11 numeral 2 no solo se reconoce que "Todas las personas son iguales y gozarán
de los mismos derechos, deberes y oportunidades", sino que además se prohibe la
discriminación y se establecen las categorías específicas por las cuales las
personas no podrán ser discriminadas, determinándose:

Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento,
edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma,
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religión, ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio
económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud,
portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra
distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por
objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio
de los derechos. La Ley sancionará toda forma de discriminación.

En aquel sentido, el ejercicio de los derechos constitucionales debe efectuarse en
condiciones igualitarias, en las cuales todas las personas puedan tener acceso a
estos.

Ahora bien, la igualdad, como derecho, se encuentra consagrada en el artículo 66
numeral 4 de la Constitución, en el que se establece: "Se reconoce y garantiza a
las personas: (...) 4. Derecho a la igualdad formal, igualdad material y no
discriminación". En tal sentido, el derecho a la igualdad hace alusión al
reconocimiento de todas las personas como iguales ante la ley, es decir, la
normativa jurídica debe incluir tratos iguales a personas que se encuentren en
idénticas situaciones y tratos diferenciados a las personas que por diversas
circunstancias no se encuentren en la misma situación.

La Corte Constitucional, en la sentencia N.° 002-13-SEP-CC estableció:

"Por tanto, el concepto de igualdad no significará una igualdad de trato
uniforme por parte del Estado, sino más bien un trato igual a situaciones
idénticas, pero diferente entre otras situaciones; es decir, dentro del
ordenamiento jurídico existen causas previamente establecidas en
disposiciones legales que serán aplicables a situaciones concretas
presentadas enunhecho fáctico y/o poractores sociales determinados5.

En el caso concreto, el accionante señala que mientras se inadmitió a trámite el
recurso de casación presentado por EP PETROECUADOR, otros juicios de
expropiación sí han sido resueltos y admitidos por la Corte Nacional de Justicia,
detallando que estos son: a) juicio por expropiación N.° 90-2001; b) juicio de
expropiación N.° 280-01; c) juicio N.° 1030-2009; d) juicio N.° 101-2009;^)

5 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 002-13-SEP-CC dictada dentro del
EP.

www.corteconstitucional.gob.ee
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juicio N.° 815-2011; sin embargo, el accionante no determina la relación directa
de los procesos que cita con el caso concreto.

La decisión judicial impugnada en el presente caso es un auto que resuelve la
admisibilidad del recurso de casación propuesto, sin embargo las decisiones que
el accionante agrega a su demanda, son sentencias que efectúan un análisis
diferente al análisis realizado en el auto de admisión del recurso de casación, en
el que conforme esta Corte ha señalado: "(...) la admisión del recurso de
casación constituye una fase inicial que tiene como fin autorizar o permitir la
tramitación del mismo, mientras que la fase de resolución de la causa tiene por
objeto analizar las pretensiones y argumentaciones del recurrente"6.

En consecuencia, las sentencias adjuntas a la demanda son dictadas en otro
momento procesal diferente al que se analiza en el caso concreto, que es en la
fase de admisibilidad del recurso de casación, los mismos que tienen dos ámbitos
de análisis diferentes que no pueden ser equiparables.

Por esta razón, encontrándonos frente a decisiones judiciales diferentes que por
el momento procesal en el cual fueron dictadas, requieren un análisis distinto,
esta Corte Constitucional evidencia que no se vulnera el derecho constitucional a
la igualdad, ya que conforme lo dicho en el problema jurídico que antecede, el
análisis efectuado por la Sala se ciñe a lo dispuesto en la Constitución de la
República, Ley de Casación, Código de Procedimiento Civil y jurisprudencia
dictada por la Corte Nacional de Justicia.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

Declarar que no ha existido vulneración de derechos constitucionales.

6 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 031-14-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 0868-10-
EP.
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Negar la acción extraordinaria de protección.

Notifíquese, publíquese y cumulase.
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Razón: Siento/poi/tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno
de la Corte Constitucional, con seis votos de las señoras juezas y señores jueces:
Marcelo Jaramillo Villa, Wendy Molina Andrade, Tatiana Ordeñana Sierra,
Alfredo Ruiz Guzmán, Ruth Seni Pinoargote y Patricio Pazmiño Freiré, sin
contar con la presencia de los jueces Antonio Gagliardo Loor, María del Carmen
Maldonado Sánchez y Manuel Viteri Olvera, en sesión del 01 de octubre del
2014. Lo certifico.

JPC i/ccp/msb
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RAZÓN.- Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el juez
Patricio Pazmiño Freiré, presidente de la Corte Constitucional, el día viernes 03 de
octubre de dos mil catorce.- Lo certifico.

JPCH/LFJ

www.corteconstitucional.gob.ee
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RAZÓN.- Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los tres y seis días del mes de
octubre del dos mil catorce, se notificó con copia certificada de la sentencia de 01 de
octubre del 2014, a los señores Omar Quijano Peñafiel, Coordinador General de
Patrocinios y procurador judicial de Petroecuador en la casilla constitucional 048;
Carlos Adolfo Cabezas-Klaere, a nombre de Ecuatoriana de Sal y Productos Químicos
C.A. ECUASAL en la casilla constitucional 137; Procurador General del Estado en la
casilla constitucional 018; y, a los Jueces de la Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte
Nacional de Justicia mediante oficio 4747-CC-SG-2014 yjueces de la Sala Única de la
Corte Provincial de Justicia de Santa Elena 4781-CC-SG-2014 y jueces de la Unidad
Judicial Multicompetente Primera Sala Civil de la Provincia de Santa Elena 4782-CC-
SG- 2014 conforme constan de los documentos adjuntos.- Lo certifico.-
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